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SECRETARIA DE ACUERDOS: 
PAOLA SORIANO SALGADO 

 
  Ciudad de México, a treinta de junio de dos mil veintiséis.- 

Vistos los autos del expediente en que se actúa, el MAGISTRADO LUIS ALFREDO 

MORA VILLAGÓMEZ, en su carácter de Instructor en el presente juicio contencioso 

administrativo, con fundamento en los artículos 3 y 36, fracción XII, de la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 58-1, 58-2, 58-13 y demás 

relativos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, ante la 

Secretaria de Acuerdos, Licenciada Paola Soriano Salgado, quien da fe; procede 

a dictar sentencia definitiva en el expediente en que se actúa en los siguientes 

términos; y, 

R E S U L T A N D O  

 

1º.- Por escrito ingresado en la Oficialía de Partes Común para las 

Salas Especializadas en Materia Ambiental y de Regulación de este Tribunal el 08 

de abril de 2026, ****** ***** ** ***** ******** *********** en representación legal de *** 

******** **** ** ***** compareció a demandar la nulidad del oficio número 

******************************** emitido por la Directora de Sanciones “A”, de la 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 

Financieros, a través del cual le impuso una multa en cantidad de $********** por 

infracciones a la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 
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2º.- Mediante auto de fecha 09 de abril de 2026 se admitió a trámite 

la demanda, ordenándose correr traslado a la persona demandada para que 

formulara su contestación en el término de Ley. 

 

2°.- Mediante acuerdo 21 de mayo de 2026, se tuvo por formulada la 

contestación a la demanda. Asimismo, concedió el plazo para formular alegatos, 

derecho que fue ejercido por ambas partes. 

 

4°.- Una vez integrado el juicio con fecha 30 de junio de 2026 se 

declaró cerrada la instrucción de conformidad con lo previsto en el artículo 58-13 de 

la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se procede a resolver 

el presente asunto. 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO.- Este Juzgador es competente para resolver el presente 

juicio de conformidad con los artículos 3, fracciones I, IV, XII, XIII, y XV, y último 

párrafo, 28, fracción III, 29 a 31, 36, fracción XII, y, 59, fracción IV, de la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; 12, fracción II, y 50, 

fracción III, apartado a, número 9, inciso a), del último párrafo, de su Reglamento 

Interior, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de julio de 2020 y 

reformado mediante publicación del 23 de mayo de 2025, cuya parte conducente 

prevé: 

Artículo 50. El Tribunal tendrá Salas Regionales 
Especializadas cuya denominación, sede, 
competencia y materia de conocimiento será la 
siguiente: 
 
. . . 
 
 
III. Salas Especializadas en Materia Ambiental y de 
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Regulación, con sede en la Ciudad de México, que 
tendrán competencia material en todo el territorio 
nacional para: 
 
a. Tramitar y resolver los juicios que se promuevan 
contra resoluciones definitivas, actos administrativos y 
procedimientos, que encuadren en los supuestos 
previstos por las fracciones I, IV, XII, XIII y XV y último 
párrafo, del artículo 3 de la Ley, dictadas por la 
Secretaría de Energía, en materia energética y de 
hidrocarburos; por los Órganos Reguladores a que se 
refiere esta fracción, Secretarías de Estado, entidades 
de la Administración Pública Federal, así como por las 
entidades federativas en los casos de coordinación y 
concurrencia previamente establecidos en la 
legislación correspondiente, directamente 
relacionadas con las materias que sean competencia 
de los Órganos Reguladores de la Actividad del 
Estado. Para los efectos de esta fracción, los Órganos 
Reguladores de la Actividad del Estado son 
únicamente los siguientes: 
… 
9 . Comisión Nacional para la Protección y Defensa 
de los Usuarios de Servicios Financieros 
(CONDUSEF); 
… 
Dichas Salas Especializadas serán las siguientes: 
 
a) La Primera Sala Especializada en Materia 
Ambiental y de Regulación, con sede en la Ciudad 
de México; 

 

   … 
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SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada se encuentra 

debidamente acreditada en autos, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 

129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en 

el juicio contencioso administrativo (aplicable al juicio contencioso federal hasta en 

tanto no se actualice la declaratoria de inicio de vigencia del Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares, en observancia a los principios de vigencia 

normativa, aplicación temporal de la ley, seguridad jurídica y legalidad procesal), por 

la exhibición de la misma que hizo la persona demandante y por el reconocimiento 

expreso que de su existencia efectuó la autoridad al formular su contestación a la 

demanda. 

 

TERCERO.- Al ser la competencia una cuestión de orden público y 

estudio preferente este Juzgador analiza el concepto de impugnación SEGUNDO 

de la demanda en el cual la persona demandante alega en esencia  lo siguiente:  

 

Que se debe analizarla competencia  de la autoridad que tramitó el 

procedimiento del cual derivó la resolución impugnada.  

 

Que dicho estudio además puede hacerse de oficio en términos del 

artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

Lo anterior con independencia de que existan o no conceptos de 

impugnación de la persona demandante, o bien, de que invoque incompetencia o 

simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de 

la competencia. 

Tiene apoyo esta determinación en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 

201/2004, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con 

motivo de la contradicción de tesis 184/2004-SS, entre las sustentadas por los 
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Tribunales Colegiados Tercero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del 

Tercer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

novena época, tomo XXI, enero de 2005, página 543, que prescribe: 

NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁN 
FACULTADAS PARA ANALIZAR DE OFICIO NO SÓLO 
LA INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ 
LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SINO TAMBIÉN LA DE 
QUIEN ORDENÓ O TRAMITÓ EL PROCEDIMIENTO DEL 
CUAL DERIVÓ ÉSTA. De la interpretación armónica y 
relacionada del artículo 238 del Código Fiscal de la 
Federación, se concluye que las Salas del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa están facultadas para 
analizar oficiosamente la incompetencia tanto de la 
autoridad que emitió la resolución impugnada en juicio, 
como de la que ordenó o tramitó el procedimiento relativo 
del cual deriva aquélla. Ello es así, porque la competencia 
de las autoridades es una cuestión de orden público, como 
lo establece el penúltimo párrafo del referido precepto, por 
lo cual no sería factible que de una interpretación estricta y 
literal se sostuviera que los mencionados órganos sólo están 
facultados para analizar de oficio la incompetencia de la 
autoridad emisora de la resolución impugnada, pues en el 
supuesto de carecer de competencia legal el funcionario que 
ordenó o tramitó el procedimiento relativo del cual derivó la 
resolución definitiva, ésta estaría afectada desde su origen 
y, por ende, sería ilegal, al incidir el vicio de incompetencia 
directamente en la resolución emanada de un procedimiento 
seguido por autoridad incompetente. Esto es, admitir una 
postura contraria y sostener que las mencionadas Salas sólo 
están facultadas para analizar oficiosamente la 
incompetencia de la autoridad emisora, propiciaría la 
subsistencia de resoluciones que derivan de un 
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procedimiento viciado en virtud de haberlo iniciado o 
instruido una autoridad sin competencia legal.” 

De igual forma, resulta aplicable la Jurisprudencia 2a./J. 218/2007, 

de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con motivo de la 

contradicción de tesis 148/2007-SS, entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Tercer Tribunal Colegiado 

del Octavo Circuito y los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito que prescribe: 

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO 
DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER 
ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El 
artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la 
Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por 
ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para 
dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse 
que ese estudio implica todo lo relacionado con la 
competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye 
tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, 
como la indebida o insuficiente fundamentación de la 
misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, 
las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de 
las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; 
lo anterior con independencia de que exista o no agravio del 
afectado, o bien, de que invoque incompetencia o 
simplemente argumente una indebida, insuficiente o 
deficiente fundamentación de la competencia. Cabe 
agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen 
que la autoridad administrativa es incompetente, su 
pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque 
ello constituirá causa de nulidad de la resolución 
impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es 
competente, esto no quiere decir que dicha autoridad 
jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al 
respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento 
expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la 
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autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la 
resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.” 

La persona demandante  sostuvo la legalidad de la resolución 

impugnada. 

A juicio de este Juzgador el argumento a estudio resulta fundado 

en virtud de lo siguiente.  

Se tiene a la vista la resolución impugnada visible a folios 087  a 

100 del expediente administrativo exhibido por la persona demandada en un legajo 

y que se valora en los términos del artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

 

Del acto impugnado se advierte que éste tiene como antecedente el 

procedimiento instaurado por el USUARIO en contra de la persona demandante, 

dentro del cual se levantó el Acta 25 de  marzo de 2021, por la Jefa Departamento 

de Conciliación adscrita a la Unidad de Atención a Usuarios en la Ciudad de 

México de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 

de Servicios Financieros, de la cual se advierte lo siguiente: 
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(…) 

 

 

 

 

En la citada acta entre otras cuestiones, se explica a las partes 

que de no haber arreglo en el procedimiento conciliatorio, se emitirá el 

acuerdo de trámite a qué hace referencia el artículo 68 bis de la Ley de 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 

 

De la anterior digitación se advierte que la Jefa Departamento 

de Conciliación en suplencia por ausencia  del Titular de la Unidad de Atención 

a Usuarios en Tijuana, Baja California de la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, citó el artículo 

66 octavo párrafo del Estatuto Orgánico de la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros que reza:  

 

Artículo 66.- … 
 
En sus ausencias, los Titulares de las Unidades de 
Atención a Usuarios, serán suplidos por los 
servidores públicos de nivel inmediato inferior de su 
adscripción, quienes en su ausencia, serán suplidos 
por sus inmediatos inferiores. 
 
 

Asimismo, invocó diversas fracciones del artículo 39 del Estatuto 

Orgánico de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros, a saber: 

 
Artículo 39.- Corresponde a las Unidades de Atención a 
Usuarios el ejercicio de las siguientes atribuciones: 
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… 
I. Atender las consultas, aclaraciones, reclamaciones, 
quejas y controversias de los Usuarios relacionadas con 
los servicios que prestan y los productos que ofrecen las 
Instituciones Financieras; 
… 
VIII. Solicitar a las Instituciones Financieras y a las 
autoridades correspondientes, la información, 
documentación y elementos necesarios para el ejercicio 
de sus atribuciones, en términos de lo dispuesto por la 
Ley y las demás disposiciones aplicables;  
… 
 
X. Atender las reclamaciones y desechar aquellas que 
sean notoriamente improcedentes, así como sustanciar el 
procedimiento conciliatorio, sin perjuicio de lo previsto en 
la fracción inmediata siguiente; 
 
... 
 
Sin embargo, fue omisa en invocar la fracción XX del citado 

precepto el cual prevé:  

 

XX. Notificar a los Usuarios los acuerdos de trámite a que se 
refiere el artículo 68 Bis de la Ley, así como los oficios a que se 
refiere el artículo 22, fracción XXIX, de este Estatuto, dentro del 
término de diez días hábiles, contados a partir de su recepción;  
 

Resultando oportuno recordar que la garantía de fundamentación 

consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las 

disposiciones jurídicas que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto 

de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la 
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exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica 

al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés 

jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no 

cumpla con los requisitos legales necesarios. 

 

 

En efecto, para considerar que se cumple con la garantía de 

fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es 

necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de 

materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le 

otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o 

subinciso; e incluso, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se 

trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la 

única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le 

corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la 

carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el 

documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia 

y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de 

indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto 

normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, 

por razón de materia, grado y territorio. 

 

Se invocan como apoyo de lo anterior, las siguientes tres 

jurisprudencias emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la primera 

de ellas actuando en Pleno, y las dos restantes sustentadas por la Segunda Sala: 

 
Época: Octava Época. Registro: 205463. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Núm. 77, Mayo de 1994. Materia(s): Común. Tesis: P./J. 10/94. Pág.: 12 
 
 
COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL 
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DEL ACTO DE AUTORIDAD.- Haciendo una interpretación armónica de 
las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que 
consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos 
de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por 
autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den 
eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad 
necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado 
expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter 
con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal 
legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de 
indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para 
emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le 
otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no 
dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la 
Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, 
además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la 
autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no 
se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o 
que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la 
secundaria. 
. . . 
Época: Novena Época. Registro: 188432. Instancia: Segunda Sala. Tipo 
de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo XIV, Noviembre de 2001. Materia(s): Administrativa. 
Tesis: 2a./J. 57/2001. Página: 31 
 
COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, 
DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE 
LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA 
RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.- De lo dispuesto en 
la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de 
rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO 
ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las 
consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende 
que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la 
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idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan 
a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se 
trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia 
constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad 
jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o 
lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su 
defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales 
necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para 
estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que 
establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia 
de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario 
que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones 
legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora 
y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen 
con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y 
subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al 
gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que 
éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del 
ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, 
en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no 
es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase 
de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una 
exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis 
jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de 
la autoridad, por razones de seguridad jurídica. 
. . . 
Época: Novena Época. Registro: 177347. Instancia: Segunda Sala. Tipo 
de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo XXII, Septiembre de 2005. Materia(s): Administrativa. 
Tesis: 2a./J. 115/2005. Página: 310  
 
COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA 
A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL 
QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL 
APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE 
NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, 
HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.- De 
lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 
12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES 
REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las 
consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que 
la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la 
idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan 
a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se 
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trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia 
constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad 
jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o 
lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su 
defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales 
necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un 
requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de 
molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, 
de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por 
la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo 
ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas 
que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía 
de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución 
Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su 
competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, 
reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, 
citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, 
en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una 
norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la 
única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las 
facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría 
que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas 
legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de 
molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar 
en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues 
ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo 
es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, 
por razón de materia, grado y territorio. 
. . . 

Igualmente, se estima que resulta aplicable la jurisprudencia 

número VI. 2o. J/248, del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación número 64, correspondiente 

al mes de abril de 1993, Octava Época, página 43: 

 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS.- De acuerdo con el artículo 16 
constitucional, todo acto de autoridad debe estar 



 
14 

 

suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo 
primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal 
aplicable al caso y por lo segundo, que también deben 
señalarse con precisión, las circunstancias especiales, 
razones particulares o causas inmediatas que se hayan 
tenido en consideración para la emisión del acto, siendo 
necesario además, que exista adecuación entre los motivos 
aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso 
concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que 
cuando el precepto en comento previene que nadie puede 
ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino 
en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente 
que funde y motive la causa legal del procedimiento, está 
exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a 
la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella 
que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia 
administrativa, específicamente, para poder considerar un 
acto autoritario como correctamente fundado, es necesario 
que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que 
se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos 
normativos en que se encuadra la conducta del gobernado 
para que esté obligado al pago, que serán señalados con 
toda exactitud, precisándose los incisos, sub incisos, 
fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, 
y preceptos que otorgan competencia o facultades a las 
autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. 
. . . 
 

En conclusión este Juzgador estima procedente declarar la nulidad 

lisa y llana de la resolución impugnada, por tener su origen en un acto viciado. 

 

Sirve de apoyo lo anterior, la jurisprudencia 2a./J 99/2007, 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

sesión privada del veintitrés de mayo de dos mil siete, que dice: 

 
NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA 
EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA 
DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER 
LISA Y LLANA. En congruencia con la jurisprudencia 
2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
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Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 
32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD 
DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO 
PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS 
CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 
RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O 
RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad 
emisora de un acto administrativo no cite con precisión 
el apartado, fracción, inciso o subinciso 
correspondiente o, en su caso, no transcriba el 
fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le 
conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el 
particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y 
de indefensión, al desconocer si aquélla tiene 
facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la 
nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por 
aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, 
por lo que su decisión no podrá tener un efecto 
conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, 
salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia 
citada, consistente en que la resolución impugnada 
hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, 
supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una 
nueva en la que se subsane la insuficiente 
fundamentación legal. 
. . . 
 

De igual forma, resulta aplicable al caso, la jurisprudencia 

sustentada por el Primer Tribunal Colegiado del Primer Circuito en Materia 

Administrativa, que aparece publicada en el Informe de Labores rendido por el 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al año de 

1979, tercera parte, visible a página 39, cuyo contenido es: 



 
16 

 

 
ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia 
de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, 
todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, 
o que en alguna forma estén condicionados por él, 
resultan también inconstitucionales por su origen, y los 
tribunales no deben darles valor legal, ya que de 
hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, 
cuyos frutos serían aprovechables por quienes las 
realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en 
alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al 
otorgar a tales actos valor legal. 
. . . 
Habiendo resultado procedente declarar la nulidad de la resolución 

impugnada, con motivo del estudio oficioso de la competencia de la autoridad que 

intervino en la tramitación del procedimiento que le dio origen, esta Sala se abstiene 

de analizar las  cuestiones de ilegalidad que hace valer la parte demandante, en 

virtud de que el resultado de su estudio, en nada variaría el sentido del presente 

fallo, sin que ello implique una violación al artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

Apoya lo expuesto, la jurisprudencia I.2o.A. J/23, emitida por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, 

tomo X, agosto de 1999, página 647, que prescribe lo siguiente:  

 
 

“CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE 
EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE 
PONDERARSE A LA LUZ DE CADA 
CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia 
de examinar exhaustivamente los conceptos de 
anulación en el procedimiento contencioso 
administrativo, debe ponderarse a la luz de cada 
controversia en particular, a fin de establecer el 
perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta 
de pronunciamiento sobre algún argumento, de 
manera tal que si por la naturaleza de la litis 
apareciera inocuo el examen de dicho argumento, 
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pues cualquiera que fuera el resultado en nada 
afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que 
la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la 
juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo 
propiciaría la dilación de la justicia.” 
 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dispuesto 

por los artículos 1º, 49, 50, 51, fracciones I y IV, y 52, fracción II, de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo, se resuelve: 

 

I.- La persona demandante acreditó los hechos constitutivos de su 

pretensión, en consecuencia; 

 

II.- Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada. 

 

III.- Notifíquese.  

Así lo proveyó y firma el Magistrado Instructor de la Tercera Ponencia 

de la Primera Sala Especializada en Materia Ambiental y de Regulación del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, que actúa ante la Secretaria de Acuerdos, que 

da fe. 

________________________________ 
MAG. LUIS ALFREDO MORA VILLAGÓMEZ 

Titular de la Tercera Ponencia de la Primera Sala Especializada en Materia Ambiental  
y de Regulación del Tribunal Federal de Justicia Administrativa,  

e Instructor del presente juicio. 
 
 

__________________________ 
LIC. PAOLA SORIANO SALGADO 
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Secretaria de Acuerdos de la Tercera Ponencia de la Primera Sala Especializada en 
Materia Ambiental y de Regulación del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.  

 

“El 14 de julio de 2026, la licenciada Paola Soriano Salgado, Secretaria de 

acuerdos con adscripción en la Primera Sala Especializada en Materia 

Ambiental y de Regulación hago constar y certifico que en términos de lo 

previsto en los artículos 120, 115, párrafos, primero, segundo, tercero y 

cuarto de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, esta versión pública suprime toda aquella información 

considerada legalmente como confidencial, por tratarse de nombres de 

personas físicas Conste. 

 

 
 


